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Una Comunidad
de derechos, más justa

La Comunidad de Madrid necesita reconstruir sus servicios sociales tras años de 
abandono, para dejar atrás la improvisación y abandono de años, y convertirlo en un 
sistema integrado y compacto que fije un marco de derechos para cada madrileña, y 
sostenido por una financiación adecuada a la situación actual, donde crece la des-
igualdad y la exclusión.

Los servicios sociales deben ser un sistema universal, de responsabilidad pública; 
deben servir para proteger, integrar y cohesionar a los ciudadanos a lo largo de to-
das las etapas de su vida y en las situaciones de emergencia social con una vocación 
preventiva.

Los servicios sociales públicos deben favorecer la inclusión social, la autonomía, el 
desarrollo personal, la participación y la igualdad de oportunidades.

El presupuesto social no es gasto, es inversión: reduce las desigualdades, potencia la 
cohesión social, favorece la actividad económica, crea puestos de trabajo, y contribu-
ye a la creación de riqueza. 

Ya se han cumplido 6 meses sin luz en la Cañada Real. Vivimos en el Madrid de 2021, 
en medio de una pandemia mundial. Pero en la Cañada Real hay más de 4000 perso-
nas, 1800 niñas, niños y adolescentes entre ellas, que llevan seis meses sin acceso a la 
electricidad y que han tenido que soportar, entre otras cosas, una ola de frío histórica. 
Y todo lo que piden es poder pagarse la luz como cualquier otro ciudadano. Por eso:

1. Adoptaremos de manera inmediata una solución estable y duradera para 
devolver el suministro eléctrico a las familias residentes en la Cañada Real 
Galiana, como se recoge en el Pacto Regional, poniendo todos los medios 
materiales y humanos necesarios para ello.

2. Cumpliremos el Pacto Regional para la Cañada Real Galiana en todos sus 
términos, acelerando y mejorando los convenios de realojo con los ayunta-
mientos de Madrid y Rivas.

Y seguiremos trabajando hacia una Renta Básica Universal e Incondicional. Siguiendo 
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las recomendaciones de la OCDE, proponemos implementar un proyecto piloto de 
Renta Básica Universal e Incondicional. La RBUI se define por otorgar una asignación 
monetaria a toda la población sin ningún tipo de condición ni contrapartida indepen-
diente de la situación laboral. Para ello, crearemos un comité de estudio que cuente 
con los medios necesarios para diseñar y monitorizar el proyecto piloto de la RBUI en 
nuestra región.

Hacer de los servicios sociales un sistema robusto

Para revertir la fractura social provocada por los gobiernos de la derecha vamos a 
poner en el centro de nuestra política el cuidado de la gente y para ello vamos a poner 
en pie los servicios sociales públicos de la Comunidad de Madrid, será el Cuarto Pilar 
del Estado de Bienestar.

3. Ordenaremos los Servicios Sociales como un sistema integrado. Articula-
remos y ordenaremos las diferentes actuaciones de los Servicios Sociales 
conformando un sistema compacto e integrado, dejando atrás su actual 
fragmentación, resultado de una permanente falta de planificación, ausen-
cia de desarrollo normativo e improvisación. En este sentido es prioritaria 
la creación de un órgano de coordinación Interadministrativa en materia de 
servicios sociales como instrumento de coordinación y colaboración en-
tre las distintas administraciones públicas con competencias en materia de 
servicios sociales e inclusión social.

4. Articularemos los servicios sociales con el resto de los sistemas de protec-
ción social por medio de un plan de inclusión social. Para ello es necesario 
incorporar una mirada del sistema de servicios sociales que impulse la in-
terrelación y la transversalidad con los otros sistemas de protección social 
(salud, educación, garantía de ingresos, empleo y vivienda).

5. Refuerzo de la gestión pública. Revisar la privatización de los servicios so-
ciales de Atención Primaria y especializada definiendo los límites de las ex-
ternalizaciones y asegurando el control y evaluación de todos los servicios 
que forman parte del servicio público. La iniciativa social tendrá un carácter 
complementario.

6. Pero reconstruir los Servicios Sociales requiere Nuevas Leyes: 

a. Una nueva Ley de Servicios Sociales Públicos sustituirá a la actual 
11/2003, de 27 de marzo, de Servicios Sociales de la Comunidad de Ma-
drid. La nueva Ley garantizará el acceso al sistema y a las prestaciones 
integradas en su cartera y catálogo de prestaciones como un derecho 
subjetivo. Se elaborará un Mapa de Servicios y un Plan Estratégico  de 
Servicios Sociales que situará el sistema madrileño de Servicios Socia-
les al mismo nivel que los sistemas de educación y sanidad. Simplificará, 
agilizará y flexibilizará la gestión, actuando de forma rápida como di-
que ante el aumento de la desigualdad, la pobreza y la exclusión social. 
La gestión directa será la forma de provisión preferente, regulándose 
de forma expresa que servicios no pueden ser delegados ni concerta-
dos. La acción concertada tendrá lugar únicamente desde la gestión 
solidaria y sin ánimo de lucro asegurando unas condiciones laborales 
que favorezcan la estabilidad en el empleo.El sector público conservará 
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las facultades normativas y reguladoras que establecen el acceso a las 
prestaciones, lo que conlleva ejercicio de autoridad, inspección, segui-
miento y prescripción de todos los servicios públicos, tanto de aquellos 
que son de gestión directa como de aquellos que son concertados con 
la iniciativa social. La Ley de Servicios Sociales contará con una dota-
ción presupuestaria suficiente y sostenible que garantice la igualdad de 
acceso y la universalidad de los servicios y prestaciones.

b. Se blindarán los servicios sociales declarándolos servicios públicos 
esenciales en virtud de lo que se dispone en el artículo 128.2 de la Cons-
titución Española, y de interés general, construyendo el Sistema Público 
Madrileño de Servicios Sociales. 

Sistema de servicios sociales en la Comunidad de Madrid

Aún siendo la región más rica, la Comunidad de Madrid está entre las que menos gas-
ta en Servicios Sociales. Esta escasa financiación ha producido: aumento de las listas 
de espera, cronificación de los casos, inequidad (pues según el lugar dónde se vive se 
tiene acceso a distintas prestaciones) y la disminución de la calidad. Por ello:

7. Blindaremos los Servicios Sociales, declarándolos servicios públicos esen-
ciales, en virtud de lo previsto en el artículo 128.2 de la Constitución.

8. Elaboraremos, de manera participativa, un nuevo modelo de Servicios So-
ciales de calidad para nuestra Comunidad, que se plasme en una Ley de 
Servicios Sociales inclusivos y de proximidad.

9. Priorizaremos la gestión pública sobre la privada. Revertir la privatización 
de los servicios sociales de Atención Primaria y especializada definiendo 
los límites de las externalizaciones y asegurando el control y evaluación de 
todos los servicios que forman parte del servicio público. La iniciativa social 
tendrá un carácter complementario.

10. Reformar la Ley de Servicios Sociales de la Comunidad de Madrid para 
conseguir unos Servicios Sociales Inclusivos y Universales, impulsando la 
intervención comunitaria y la intersectorialidad, y recuperando la gestión 
directa de servicios de la atención especializada.

11. Haremos un catálogo de prestaciones de Servicios Sociales, garantizadas 
y exigibles como derechos subjetivos, que deben garantizar que todas las 
personas y familias de la Comunidad tengan una vida digna, en el marco de 
unos Derechos Humanos y de ciudadanía inalienables.

12. Incrementaremos, de forma paulatina, plantillas y equipamientos, para me-
jorar las ratios y la calidad de la atención.

13. Realizaremos planes estratégicos de Servicios Sociales, en la Comunidad y 
en las entidades locales, donde se contemple la dotación necesaria y equi-
tativa en base a unos indicadores comunes, que vayan más allá del número 
de habitantes, utilizando también criterios de vulnerabilidad: población de-
pendiente, índice de paro y por perfiles poblacionales, familias monoparen-
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tales, absentismo y abandono escolar, población inmigrante, personas con 
alguna discapacidad, etc.

14. Llevaremos a cabo diagnósticos sociales por distritos y municipios con 
objeto de ofrecer unos Servicios Sociales de proximidad centrados en las 
personas y en sus necesidades reales. El conjunto de diagnósticos nos per-
mitirán elaborar un Mapa de los Servicios Sociales que se requieren (equi-
pamientos, programas...) en cada uno de los territorios. 

15. Facilitaremos trámites administrativos, disminuyendo burocracias y plazos, 
aumentando la eficiencia y la calidad de la atención ciudadana

16. En todas las planificaciones y gestión de los equipamientos de Servicios 
Sociales, tendremos en cuenta la perspectiva de género.

17. Estableceremos ratios adecuadas de profesionales en los distintos niveles 
de atención, garantizando equipos multiprofesionales.

18. Impulsaremos políticas transversales e intersectoriales, generando siner-
gias y coordinaciones estables entre el conjunto de las Políticas Sociales 
(Servicios Sociales, Sanidad, Educación, Empleo, Garantía de Rentas, Vi-
vienda…), en particular en los planes integrales de lucha contra la Exclusión 
social.

19. Estableceremos estándares de calidad en las prestaciones y servicios que 
se ofrecen en el conjunto de recursos de Servicios Sociales. Avanzaremos 
en la creación de Cartas de Servicios. 

20. Aumentaremos los servicios de inspección, de manera especial en los equi-
pamientos residenciales (Mayores, Infancia, Discapacidad/Diversidad Fun-
cional, etc.).

21. Plan de modernización de los Servicios Sociales, con dotación de recursos 
humanos y materiales suficientes. Es necesario revisar su modelo de inter-
vención, comenzando por los protocolos de intervención y culminando con 
un cambio de modelo que incorpore herramientas de innovación tecnológi-
ca, potencie su carácter comunitario y desarrolle su función como soporte 
universal. Proponemos empezar con un plan piloto de desarrollo del modelo 
en, al menos, diez centros de Servicios Sociales.

Erradicación de la pobreza 

La base al acceso a la condición de ciudadanía hoy es la capacidad económica básica, 
en una nueva realidad del modelo productivo, cada vez más gente se ve temporal o 
definitivamente expulsada del mercado de trabajo, lo que obliga a decidir, si queremos 
dejar a nuestra gente a la cuneta siendo la Comunidad más rica de España, mientras 
comunidades mucho más pobres se comprometen en políticas contra la desigualdad, 
la pobreza y la exclusión social.

La crisis económica del 2008, las políticas seguidas para afrontarla, y la última crisis 
provocada por la pandemia de la COVID19 han provocado una situación de auténtica 
emergencia social cuya punta de iceberg se ha manifestado en las llamadas colas del 
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hambre.

Es necesario abordar una profunda transformación que genere un sistema sólido de 
garantía de rentas, en la línea de una renta básica universal, pero mientras tanto esto 
llega, hay que atender con urgencia a aquellas personas y hogares que hoy han que-
dado ya fuera y que no podemos abandonar a su suerte. Por ello:

22. Renta mínima garantizada que sitúe a todos los hogares por encima del 
umbral de la pobreza. Para ello planteamos una reforma profunda y urgente 
de la Renta Mínima de Inserción, para convertirlo en una prestación com-
plementaria a otras, hasta poner a los hogares por encima del umbral de la 
pobreza, en cumplimiento de la Carta Social Europea de la que España es 
firmante, y por tanto vincula también a la Comunidad de Madrid. 

23. Generar un proyecto de resiliencia contra la exclusión social financiado por 
los fondos europeos de recuperación. Pondremos en marcha un proyecto 
piloto, localizado en varios territorios de la región que aborde la realidad de 
la exclusión social desde sus raíces, implicando y movilizando el conjunto 
de los sistemas públicos de protección social, (sanidad, educación, servi-
cios sociales…), las instituciones públicas, el tejido asociativo, el entramado 
comunitario y las empresas; en aras a conseguir la erradicación de la exclu-
sión social.

24. Plan para la reducción de la violencia burocrática. La administración públi-
ca supone muchas veces un espacio hostil para la ciudadanía, que afecta 
principalmente a la población más vulnerable. Algunas acciones del plan 
serían la concesión de ayudas o prestaciones con el único requisito de la 
prescripción social del profesional.

25. Reforzaremos también las prestaciones por hijo/a a cargo aumentando la 
cuantía a partir del tercer miembro y tratando de extenderla progresiva-
mente persiguiendo su universalización.

26. Crear una tarjeta de alimentos para toda la comunidad, que dignifique y 
agilice el acceso a las ayudas de alimentos de los Servicios Sociales. 

Servicios sociales para mejorar la infancia

La infancia es el futuro de cualquier sociedad, desde el comienzo de la crisis las polí-
ticas específicas se han venido desmantelando, es urgente recuperar una política de 
infancia en la comunidad de Madrid.

La aplicación de los Derechos Humanos y el ejercicio de ciudadano no puede depen-
der del lugar nacimiento, sino que ha de estar garantizado en las sociedades que aco-
gen, especialmente en el caso de menores migrantes no acompañados. 

La Comunidad de Madrid es la región con el índice más alto de desigualdad infantil, 
entre el 29% y el 33% de los niños y niñas viven en riesgo de pobreza y exclusión: 
340.000. (Informe de Unicef 2021). Por ello:

27. Actualizaremos la Ley de infancia y juventud de la Comunidad de Madrid 
para cubrir las nuevas necesidades, adaptarla a la nueva legislación estatal, 
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promover más derechos para la infancia, erradicar la violencia y extender la 
participación. 

28. Diseñaremos e implementaremos programas autonómicos de transición a la 
vida adulta dirigidos a jóvenes en situación de exclusión social en preven-
ción y atención al sinhogarismo, especialmente en aquellos provenientes 
de sistemas de tutela pública

29. Desarrollaremos una estrategia específica de atención a niños y niñas mi-
grantes que viajan solos, así como a jóvenes extutelados. Contemplará 
ayudas económicas, formación y programas de formación para el empleo 
que les ayude en la transición a la vida adulta sin riesgos de exclusión. 

30. Apoyaremos las iniciativas asociativas de los adolescentes y jóvenes en 
municipios de la región, dirigidos a mejorar la integración social, el conoci-
miento mutuo y la convivencia. 

31. Fomentaremos la coordinación y mejora de los programas públicos y de 
entidades sociales de educación de calle, acogimiento familiar y transición 
a la vida adulta de jóvenes extutelados y menores migrantes no acompaña-
dos.

32. Colaboraremos con el Ayuntamiento de Madrid para la búsqueda de solu-
ciones a los problemas de hacinamiento y seguridad del centro de Hortale-
za. 

33. Estableceremos protocolos de alarma y prevención de los malos tratos en 
centros de atención a refugiados, migrantes y menores. 

34. Cumpliremos con los compromisos adquiridos por la Comunidad con el 
Ayuntamiento de Madrid en programas de transición de la vida adulta de 
menores tutelados para garantizar el acompañamiento hasta la efectiva au-
tonomía del menor.

35. Fortaleceremos el sistema de protección infantil y la Red de Atención para 
Menores No Acompañados, para combatir la violencia contra menores (in-
cluyendo acoso escolar y “cyber-bullying”), cuidando a menores privados 
del cuidado parental y apoyar a menores en conflicto con la ley. 

36. Recuperaremos la figura del Defensor/a de la Infancia en la Comunidad de 
Madrid, clave para proteger y reforzar la supervisión independiente de los 
derechos de la infancia y para recibir, investigar y abordar quejas presenta-
das por niñas y niños de manera adaptada a las necesidades de estos.

37. Acompañaremos los presupuestos regionales de un análisis de las partidas 
en clave de infancia y realizaremos informes de impacto en la infancia de 
todas las normas y leyes que se propongan. 

38. Realizaremos una inversión digna en infancia equilibrada a la media europea 
(2,4% PIB). 

39. Priorizaremos el acogimiento familiar, mejorando la protección de la infan-
cia tutelada. Y recuperando y financiando suficientemente el plan de acom-
pañamiento a las familias acogedoras para fomentar un mayor número de 
familias de acogida y una experiencia acompañada y de éxito.
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40. Incluiremos en la nueva Ley de Infancia la protección frente a todas las for-
mas de violencia. Desarrollaremos programas de prevención y actuación a 
todas las formas de violencia y, en especial, la que sufren las niñas y ado-
lescentes por razón de género. 

41. Desarrollaremos campañas de sensibilización social para erradicar la vio-
lencia a la infancia y crear protocolos específicos para detectar la violencia, 
especialmente la violencia sexual que sufren niñas y niños. Crearemos re-
cursos de atención a la violencia sexual según el modelo islandes Barnahus 
‘Casa de los niños’ desde una perspectiva de derechos.

42. Crearemos una red de Centros de recursos específicos para la Infancia y la 
Adolescencia desde donde se pongan en marcha todas las medidas orien-
tadas a garantizar el cumplimiento efectivo de los derechos de este colec-
tivo. 

Servicios sociales para la dependencia

Transformaremos el modelo de atención a la dependencia para que las personas pue-
dan seguir formando parte activa de la sociedad. Para ello, desarrollaremos un plan 
integral de atención domiciliaria multidimensional, que facilite la máxima permanencia 
en el entorno vital natural de la persona. 

Las instituciones públicas tenemos la obligación de remover los obstáculos que en-
cuentran las personas para su plena participación en la sociedad, por ello desarrolla-
mos una apuesta decidida por la plena inclusión y la promoción de la autonomía de 
todas las personas. Por ello:

43. Cambiar el modelo de atención a la dependencia, especialmente la red asis-
tencial de mayores. El envejecimiento de la población es un hecho, no un 
problema. Abordarlo como tal nos cambiaría el foco y nos obligaría a desa-
rrollar otras políticas que incorporarán la vejez como un activo social.  Pero 
más allá de este necesario cambio, una de las cuestiones que el envejeci-
miento nos pone encima de la mesa es la necesidad de repensar el modelo 
de atención a la dependencia, especialmente el de las personas mayores. 
Un modelo que se descentre de las residencias, posibilitando la permanen-
cia en el domicilio y en el entorno comunitario el mayor tiempo posible, lo 
que implica un desarrollo enorme de los programas de ayuda y de cuidados 
(incluso sanitarios) a domicilio, y de los centros de día. Que convierta la 
residencia en el último recurso. Y un modelo que se despliegue desde lo 
público, excluyendo tajantemente el lucro como parte de su gestión. Hay 
que diseñar una urgente transición del actual modelo en esos dos ejes.

44. Fortalecimiento de la estructura pública de cuidados y atención a las per-
sonas en situación de dependencia. Reducción drástica de las listas de es-
pera. Revisión del modelo residencial como Red pública y desde la concep-
ción de los centros como hogar. Refuerzo del Servicio de Ayuda a Domicilio. 
Flexibilización en la compatibilidad de las prestaciones, orientada a garan-
tizar una atención integral, suficiente y de calidad.

45. Queremos que nuestra región sea una comunidad de cuidados, siendo fun-
damental garantizar el derecho a la autonomía de las personas en situación 



9

de dependencia. 

46. Implementaremos la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Aten-
ción a las personas en situación de dependencia. Ésta tiene un desfase en 
su aplicación en la Comunidad de Madrid, en especial por la demora en las 
valoraciones y en las resoluciones de concesión y asignación de los recur-
sos concedidos, situación que se revertirá con el aumento de los recursos 
necesarios y la agilización de los trámites administrativos. Esta ley también 
abordará su dimensión preventiva, con un Plan regional y planes locales 
vinculados de Prevención y Atención a la dependencia. 

47. Exigiremos a la Administración General del Estado que aumente su aporta-
ción a la atención a la Dependencia hasta llegar al 50% de la inversión total. 

48. Incrementaremos los recursos para que las valoraciones y resoluciones de 
las prestaciones concedidas se realicen en la mitad de tiempo del prome-
dio. Esto vendrá acompañado de la aplicación de nuevos modelos de ges-
tión más eficientes. 

49. Crearemos el Observatorio de la Dependencia, en el que se contemplarán 
la evolución total, y desagregada por municipios, y un conjunto de paráme-
tros que aporten datos para hacer un Mapa institucional de la aplicación de 
la Ley en la Comunidad de Madrid y que permita llevar a cabo una mejora 
continua en la gestión. 

50. Apostaremos de forma decidida por la Ayuda a Domicilio de calidad, como 
prestación prioritaria para la atención a las personas en situación de De-
pendencia que quieran y puedan permanecer en su medio. Su asignación 
será preferente para los dependientes de Grado I, frente a la utilización 
exclusiva de la teleasistencia (con la que podrá ser compatible) que, actual-
mente, esconde la falta de horas de Ayuda a Domicilio suficientes. 

51. Realizaremos la atención a las personas en situación de Dependencia con 
un enfoque sociosanitario, primando que las personas que lo deseen pue-
dan seguir viviendo en sus domicilios con las adaptaciones del entorno y 
apoyos que requieran: ayuda a domicilio social y sanitaria, adaptación de 
la vivienda, teleasistencia, lavado, planchado de ropa y comida a domicilio, 
pequeños arreglos, prevención y apoyo en situaciones de soledad no de-
seada, etc. 

52. Crearemos un banco público de sillas de ruedas, andadores, camas, que se 
cedan de manera gratuita, con el compromiso de que cuando dejen de ser 
necesarias para la persona beneficiaria se devuelvan.

53. Fomentaremos la inclusión y el contacto con nuestro medio natural, a través 
de la adquisición y préstamo de material específico que posibilite la parti-
cipación de todas las personas en actividades de senderismo y montaña, 
como pueden ser sillas adaptadas y barras direccionales, que permiten que 
personas ciegas o con gran déficit visual puedan moverse en la Naturaleza. 

54. Garantizaremos el acceso universal a una plaza residencial pública o con-
certada para todas las personas dependientes del grado III, que así lo de-
seen. 
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Servicios sociales para Diversidad / Discapacidad
55. Activar el plan transversal de Inclusión Social de las Personas con Disca-

pacidad, con el objetivo garantizar su inclusión plena en toda la oferta de 
actividades promovida directa o indirectamente por el Ayuntamiento o la 
Comunidad (actividades en polideportivos, culturales, campamentos, etc.). 
Incluye la creación de Direcciones Generales de Inclusión, que velarán por 
su cumplimiento, y Oficinas de Vida Independiente para apoyar la inclusión 
de cada persona con discapacidad que solicite apoyo para ello.

56. Compromiso para el cumplimiento total de la legislación sobre accesibili-
dad. Las múltiples barreras (urbanísticas, arquitectónicas, de información, 
digitales, culturales, etc.) nos impiden disfrutar plenamente de los servi-
cios públicos y generan diferencias en la participación en la sociedad. La 
propuesta pasa por acciones que no solo garanticen el cumplimiento de la 
regulación relativa a la accesibilidad, sino que amplíen la participación e 
interacción de los ciudadanos.

57. Visibilización a través de campañas de concienciación de la existencia de 
personas con discapacidad no reconocibles a primera vista, personas con 
problemas de salud mental, enfermedades crónicas incapacitantes, disca-
pacidad intelectual, etc.

58. Creación de un Servicio de Apoyo a la Diversidad. Muchas personas por 
su avanzada edad, discapacidad, desconocimiento del idioma, etc., se en-
cuentran con dificultades para acceder y participar en igualdad de condi-
ciones en la oferta de ocio, deportiva, sociocultural, juvenil, educativa, etc. 
El Servicio de Apoyo a la Diversidad pondrá a disposición de todas estas 
personas una red de profesionales de apoyo especializados, para solventar 
dichas dificultades.

59. Trabajaremos, de forma coordinada con el resto de Administraciones Públi-
cas y la sociedad civil, para conseguir una sociedad inclusiva, en donde las 
personas con distintas capacidades puedan ejercer plenamente sus dere-
chos de ciudadanía. 

60. Las políticas dirigidas a las personas con discapacidad que implementare-
mos serán eminentemente transversales e intersectoriales, enfocadas a la 
atención personalizada, pero en el marco general de los derechos de ciu-
dadanía que deben ser garantizados por las distintas políticas sectoriales: 
sanidad, educación, servicios sociales, garantía de ingresos, empleo, ur-
banismo, vivienda, transporte público, deportes, participación ciudadana, 
etc. 

61. Desarrollaremos y daremos cumplimiento al Real Decreto Legislativo 1/2013, 
de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social. 

62. Cualquier desarrollo normativo y diseño de planes que desarrollemos ten-
drán una valoración de su impacto sobre las personas con discapacidad. 

63. Modificaremos la composición del Consejo Asesor de Personas con Disca-
pacidad de la Comunidad, haciéndolo más representativo. 
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64. Evaluaremos la ejecución del actual marco estratégico 2018-2022, redise-
ñando su contenido, incluyendo indicadores temporalizados y la cuantifica-
ción esperada. 

65. Haremos una nueva ley que sustituya a la ley de accesibilidad de 1993, 
en la que primará el concepto de diseño para todas y todos, que incluirá 
también la accesibilidad en la comunicación, teniendo en cuenta la diversi-
dad cognitiva. La nueva ley establecerá un claro régimen sancionador. Se 
establecerán medidas de apoyo a municipios, comunidades de vecinos y 
particulares.

66. Realizaremos una transición progresiva, consensuada con las partes im-
plicadas, desde el concepto propio de los Centros de Educación Especial 
hacia el de los Centros ordinarios con Apoyos, garantizando para ello el 
personal y los recursos necesarios. 

67. Garantizaremos la inclusión de personas con discapacidad en las cláusulas 
sociales de la Contratación del Sector Público. Se fomentará la economía 
social y solidaria que tenga entre sus participantes y destinatarios a perso-
nas con discapacidad. 

68. Bajo la supervisión del Centro Regional de Coordinación y Valoración Infan-
til, ampliaremos y acercaremos a la ciudadanía los servicios que ofrecen los 
Centros de Atención Temprana mediante una adecuada gestión de los es-
pacios en los equipamientos de los servicios públicos en la Comunidad de 
Madrid, con objeto de que las familias no tengan que hacer largos despla-
zamientos con sus hijas e hijos de muy poca edad para recibir la atención 
correspondiente.

69. Revisaremos el modelo de atención de media estancia y necesidades de 
apoyo domiciliarias desde un enfoque socio-sanitario. 

70. En colaboración con los ayuntamientos, reservaremos vivienda pública 
para alojamientos con apoyo y supervisión para personas con discapacidad 
intelectual. 

71. Apoyaremos a los municipios en las reformas de adaptación de las vivien-
das de particulares. 

72. Pondremos en valor e incrementaremos la figura del Asistente Personal, 
apoyando el voluntariado social para el acompañamiento a distintas acti-
vidades cotidianas (formativas, deportes, ocio, etc.), en los casos que se 
necesite. 

73. Garantizaremos una atención de calidad en todos los equipamientos y ser-
vicios específicos para personas con alguna discapacidad, revisando pro-
tocolos y aumentado los servicios de inspección. 

74. Evaluaremos anualmente el cumplimiento de los pliegos de condiciones de 
los centros y servicios concertados. 

75. Reforzaremos los servicios de inspección de aquellos equipamientos y ser-
vicios de la red pública con gestión externalizada (centros de día, viviendas 
supervisadas y tuteladas, centros ocupacionales y de empleo, residencias, 
etc.). 
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76. Estudiaremos la posibilidad de crear una Fundación Tutelar Pública, que 
asuma las funciones de la Agencia Madrileña para la Tutela de Adultos. 

Equipos residenciales
77. Desarrollar una adecuada inspección y control de las Residencias de Mayo-

res, Centros Residenciales de Menores y todos aquellos centros de Servi-
cios sociales, tanto públicos como de gestión privada. Garantizando que la 
atención a los residentes se desarrolle en un marco acorde con la dignidad 
humana y acomodado a las condiciones mínimas materiales y funcionales. 
Evitando de esta manera que puedan repetirse los dramas vividos con la 
COVID, se procederá a actualizar el decreto 91/1990, de 26 de octubre, re-
lativo al Régimen de Autorización de Servicios y Centros de Acción social y 
Servicios sociales.

78. Como reconocimiento al trabajo de cuidados en los centros residenciales, 
se aplicará una mejora salarial y se implementará la reducción gradual de la 
jornada a 32h por semana para el personal de gestión directa (gerocultores, 
auxiliares, etc.) en residencias de ancianos y dependientes, tanto de cen-
tros de titularidad pública como concertada. La medida afectaría a entre 
2500 y 3000 trabajadoras y trabajadores, supone la contratación de 600-
700 nuevos empleos especializados que se podrán financiar parcialmente 
con fondos europeos destinados a corresponsabilidad.

79. Reversión de políticas de privatización y ampliación de la red de residencias 
públicas o alojamientos alternativos para las personas mayores, a través 
de las que se les facilite un espacio de autonomía e intimidad, un entorno 
familiar e integrado en la comunidad, y el apoyo que garantice su cuidado y 
la calidad de su atención

80. Colaboraremos con los servicios sociales municipales para que, en colabo-
ración y coordinación con la Comunidad de Madrid, busquen alternativas 
residenciales a las personas afectadas por desahucios que se dicten en 
procedimientos por falta de pago de rentas u otros pagos y que afecten 
a hogares y/o personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad 
social y/o económica, en cumplimiento de lo previsto en el Título III del RDL 
7/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y alqui-
ler.

81. Crearemos 7.000 nuevas plazas en residencias de mayores, eliminando la 
lista de espera, basando el diseño y la gestión de este servicio público en 
criterios de accesibilidad, suficiencia y calidad. Revisaremos el modelo de 
intervención para una atención digna de los residentes y aplicaremos cláu-
sulas sociales a las licitaciones, estableceremos así las ratios con criterios 
objetivos, científicos, por puestos de trabajo y por turnos.  (convenio colec-
tivo de referencia para las trabajadoras, medidas de conciliación dentro de 
las empresas licitadoras…). 

82. Desarrollaremos alternativas residenciales para mayores que permitan 
compartir vivienda manteniendo la independencia de las personas mayores 
y su vinculación con su entorno físico y familia.

83. Aumentaremos los servicios de inspección, de manera especial en los equi-



13

pamientos residenciales (Mayores, Infancia, Discapacidad/Diversidad Fun-
cional, etc.).

84. Los equipamientos, también los residenciales, deben estar próximos a los 
entornos habituales de las personas usuarias y de sus familiares, para evi-
tar desconexiones sociales y facilitar las visitas de los seres queridos. 

Personas mayores 

Las actuaciones dirigidas a las personas mayores serán una de las prioridades en la 
acción de gobierno: velaremos por la calidad y adecuación de los servicios que se les 
ofrece, así como por la igualdad de género. Por ello: 

85. Revisaremos las normativas de Residencias de Mayores garantizando con-
diciones dignas para la atención a nuestros mayores, tanto para las residen-
cias públicas y las plazas concertadas como para aquellas privadas. Todas 
ellas deben cumplir condiciones de calidad asistencial, ratios de personal 
de atención, diferenciados de los ratios de personal auxiliar, funcionamien-
to interno, proyectos de atención sociosanitarios, relación con las familias, 
condiciones higiénicas y sanitarias, así como mecanismos de inspección 
y régimen sancionador para el incumplimiento de dichas normas, dando 
capacidad de las instituciones locales de los territorios donde estén erradi-
cadas dichas residencias a su visita. 

86. Realizaremos un estudio de necesidades para atender a las personas ma-
yores, del que derivará un mapa de servicios específicos, en el que se de-
tallarán por barrio, distrito y municipio las prioridades para la puesta en 
marcha de nuevos equipamientos y programas. 

87. Pondremos en marcha Programas de envejecimiento activo y saludable, 
en colaboración con los servicios de salud, y de participación ciudadana, 
como el voluntariado. 

88. Difundiremos e impulsaremos la utilización de las nuevas tecnologías por 
parte de las personas mayores. 

89. Desarrollaremos iniciativas destinadas a personas mayores en situación de 
soledad no deseada, en el marco de intervenciones comunitarias y con la 
implicación ciudadana. 

90. Desde los Centros de Servicios Sociales y los programas de proximidad, 
ofreceremos apoyo psicológico a las personas mayores más vulnerables, 
en especial a las que se encuentran en situación de aislamiento social y 
soledad no deseada.

91. Impulsaremos programas intergeneracionales, en los que compartan espa-
cios y actividades personas en distintos momentos de su ciclo vital. 

92. En el marco del fomento de actuaciones intergeneracionales, extenderemos 
a todos los municipios de la región iniciativas similares al Programa Convive 
del Ayuntamiento de Madrid, en el que se pone en contacto a jóvenes es-
tudiantes y personas mayores autónomas para que convivan. Las personas 
mayores obtienen compañía y apoyo en las tareas y funciones cotidianas y 
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las personas estudiantes una vivienda accesible económicamente.

93. Ofreceremos formación especializada al personal de los distintos servicios 
públicos en la atención a las personas mayores. 

94. Garantizaremos la permanencia en el hogar (siempre que se desee y sea 
adecuado en función de la capacidad y autonomía de las personas mayo-
res) mediante los programas de apoyo necesarios: ayuda a domicilio, bá-
sica y especializada, adaptación de la vivienda para que sea plenamente 
accesible y servicios complementarios (como comida y lavandería). 

95. Reformularemos el concepto de los centros de mayores y personas en si-
tuación de dependencia, incorporando nuevas metodologías y estrategias 
innovadoras, como la intergeneracionalidad.

96. Revisaremos los equipamientos públicos cerrados o infrautilizados y los 
adecuaremos para las nuevas necesidades que la evolución demográfica 
plantea; es decir: centros de día, viviendas tuteladas, centros de media 
estancias, residencias. 

97. Revisaremos y controlaremos el ratio y perfil profesional del personal que 
trabaja en los Centros de Día, Centros de atención nocturna y Centros Re-
sidenciales, públicos, concertados y privados libres. 

98. Impulsaremos alternativas residenciales de comunidades de cuidados com-
partidos de mayores (tipo cohousing) sustentadas sobre el compromiso de 
cuidados entre las personas que conviven, como una figura más de las ya 
vigentes en el catálogo de servicios, como pueden ser las viviendas tutela-
das o las propias residencias de mayores de menor tamaño. 

99. Universalizaremos la teleasistencia a todas las personas mayores de 65 
años que viven solas. 

100.Ampliaremos y diversificaremos las plazas de viviendas tuteladas, con zo-
nas y servicios comunes (enfermería, lavandería, limpieza, comedor, gim-
nasio...) para mayores no dependientes que no quieran vivir solos o con sus 
familias, evitando la soledad, a la vez que se favorece un envejecimiento 
saludable. 

101. Incrementaremos la red de Centros de Día, diversificando sus programas y 
actividades. 

102. Impulsaremos la atención en Centros de atención nocturna. 

103. Ampliaremos y diversificaremos los programas de respiro familiar y, en es-
pecial, las estancias temporales.

104. Fomentaremos los acogimientos familiares. 

105. Garantizaremos una atención de calidad, tanto en el ámbito público, como 
en el privado, revisando protocolos y aumentado los servicios de inspec-
ción. 

106. Controlaremos y evaluaremos anualmente el cumplimiento de los pliegos 
de condiciones de los centros y servicios concertados. 
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107. Revisaremos y controlaremos la ratio y perfil profesional del personal que 
trabaja en los Centros de Día (y Noche) y Centros Residenciales. 

108. Llevaremos a cabo estrategias preventivas y proactivas, informado y ofre-
ciendo de manera directa a las personas Mayores y a sus familiares los 
servicios y programas a su disposición.

Personas sin hogar

El sinhogarismo es una realidad compleja y multiforme que precisa de un plan dotado 
de recursos suficientes para abordar de manera coordinada sus diversas manifesta-
ciones y los diversos niveles institucionales que han de intervenir en él. Así, desde la 
clasificación ETHOS, se desarrollarán proyectos innovadores, como el “Housing First”.

109. Plan de intervención integral frente al sinhogarismo. El plan impulsará y re-
forzará aquellos proyectos innovadores cuya base vertebradora sean la au-
tonomía de la persona, la atención integral, el derecho fundamental a la vi-
vienda y la integración en la comunidad. Uno de los elementos superadores 
del modelo clásico de intervención en personas sin hogar es que el acceso 
a una vivienda digna sea el principio del proceso, lo que exige coordinación 
entre los servicios sociales y el área de vivienda.

110. Conseguiremos la reducción de, como mínimo, un 20% del sin hogarismo al 
término de la legislatura.

111. Protegeremos el derecho a la salud de las personas sin hogar.

112. Exigiremos al gobierno central la revitalización de la Estrategia Nacional 
Integral de Personas sin Hogar. 

113. Incluiremos el sinhogarismo y la realidad de las personas sin hogar en los 
planes autonómicos sobre derechos humanos.

Adicciones
114.  Recuperación de las subvenciones a entidades sin ánimo de lucro que tra-

bajan en el ámbito de las adicciones. Se trata de ayudas imprescindibles 
para que estas entidades continúen con su trabajo, complementario de las 
actuaciones de los dispositivos públicos.

115. Elaboraremos una Ley Integral de Juego y Apuestas que regulará tanto las 
formas más clásicas como las más recientes formas de juego y apuestas, 
así como la agresiva publicidad asociada, con el fin de proteger a la pobla-
ción de los aspectos más perniciosos de los juegos de azar y las apuestas. 
Esta ley abordará aspectos fiscales, sanitarios, publicitarios y educativos.

116.  No concederemos nuevas licencias de casas de Apuestas en los barrios de 
rentas bajas donde además exista ya abundancia de este tipo de locales y, 
además, trabajaremos por el cierre de las casas de juego y apuestas situa-
das en la cercanía de colegios e institutos.


